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CONTESTA TRASLADO DE EXPRESIÓN DE AGRAVIOS. MANTIENE 

RESERVA CUESTIÓN FEDERAL. 

 

Excma. Cámara: 

 

 RODOLFO GASTÓN AGUIRRE, abogado (Tº 76 - Fº 303 CPACF) 

con domicilio electrónico en 20224813997 y MATIAS BLANCO, abogado 

(T° 127 F° 661 CPACF) con domicilio electrónico en 20344544078; en 

representación conjunta de la parte demandada Estado Nacional (Jefatura 

de Gabinete de Ministros - Dirección General de Asuntos Jurídicos - 

Dirección de Asuntos Contenciosos), con domicilio procesal en Avda. Julio 

A. Roca 782, 7° piso de la CABA (Zona de notificación 53), en los autos 

caratulados “Incidente Nº 1 - ACTOR: ANDRADE, ELIANA Y OTRO 

DEMANDADO: EN - JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS DE LA 

NACION - DECAD 2020/431 - LEY 25326 s/INC DE MEDIDA CAUTELAR” 

(Expte. N° CAF 18198/2023/1), a V.S. nos presentamos y 

respetuosamente decimos: 

- I - 

OBJETO 

 

En legal tiempo y forma, siguiendo expresas instrucciones de 

nuestro representado, venimos a contestar traslado de los agravios 
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expresados por los actores en contra de la resolución de 7 de septiembre 

de 2023, que decidió el rechazo de la pretensión cautelar incoada 

oportunamente. 

 Al respecto, adelantamos que - por las consideraciones que se 

expondrán a continuación -, corresponde la desestimación de la apelación 

deducida por la parte actora, con expresa imposición de costas. 

- II - 

DESERCIÓN DEL RECURSO 

 

Aparente y tendenciosa fundamentación de agravios. Ausencia de 

crítica concreta y razonada. 

 

En principio, debe señalarse que sólo una aproximación superficial 

a la presentación de las actoras recurrentes, puede ofrecer la apariencia de 

un tratamiento crítico de la sentencia apelada. Sin embargo, apenas se 

ingresa en el estudio de las argumentaciones allí introducidas, se advierte 

su llamativa insustancialidad en orden a las exigencias del art. 265 del 

C.P.C.C.N., que lo condicionan. Ello así atento, de su simple lectura, surge 

que los puntos que componen la base de los supuestos agravios, no 

significan más que la mera expresión de disconformidad con lo decidido, 

sin un sustento lógico-jurídico suficiente, que habilite esa postura. La 



3 
 

pretendida fundamentación sólo importa la simple reiteración de los 

argumentos vertidos en su escrito inicial de Fs. 76/97. 

Tal es así que, hasta el desarrollo del punto IV.1., el escrito en 

conteste consta únicamente de una sistemática repetición de aquellos 

fundamentos que ya fueron motivo de tratamiento – y rechazo - en la 

sentencia apelada; incumpliendo así con la exigencia del artículo 265 

CPCCN, atento a que no efectúa crítica concreta y razonada. 

 Ahora bien, a partir del citado punto IV.1., las actoras exponen – en 

forma parcial, aislada y tendenciosa –, como agravios, a la coincidencia del 

objeto cautelar con el objeto de fondo, y la ausencia de peligro en la 

demora. 

 Ello así, atento utilizan como referencia párrafos aislados de la 

sentencia en crisis, despojándola maliciosamente de su congruencia 

argumentativa, con el único fin de reiterar los argumentos ya vertidos al 

solicitar la medida cautelar rechazada.  

Al respecto, el art. 265 del Código ritual es claro al sostener – 

respecto del contenido de la expresión de agravios - que “…No bastará 

remitirse a presentaciones anteriores…”.  En el mismo sentido, la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación ha expuesto que: “Corresponde 

declarar desierto el recurso deducido si las razones expresadas en el 

memorial no son suficientes para refutar los argumentos de hecho y 

de derecho dados para llegar a la decisión impugnada, en tanto sus 

críticas se reducen a la reiteración de planteos formulados en piezas 
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precedentes ante las instancias anteriores y no aportan elementos 

nuevos de convicción para desvirtuar lo decidido” (Fallos: 344:3625, el 

destacado nos pertenece). 

En idéntica línea argumentativa, también ha sostenido que: “Cabe 

declarar desierto el recurso ordinario de apelación interpuesto por el 

actor contra la sentencia que condenó al Estado Nacional a la reparación 

de daños y perjuicios que le provocó la privación de su libertad en virtud de 

la prisión preventiva dispuesta en su contra así como la duración 

irrazonable- más de veinte años- del juicio penal que se le siguió, pues el 

memorial de agravios ante la Corte presenta defectos de 

fundamentación pues no contiene -como es imprescindible- una 

crítica concreta y razonada de los fundamentos desarrollados por el a 

quo, lo que se traduce en ausencia de tratamiento de algunos de los 

argumentos expuestos en el fallo, sin que la mera reedición de 

objeciones formuladas en instancias anteriores resulte suficiente para 

suplir las omisiones aludidas. (Fallos: 334:1302, los destacados nos 

pertenece).” (En idéntico sentido Fallos: 337:548; 338:505; Poggio, Oscar 

Roberto c/ EN-Mº de Justicia y Derechos Humanos s/ daños y perjuicios", 

y "Rizikow, Mauricio c/EN-Mº de Justicia y Derechos Humanos s/ daños y 

perjuicios). 

En razón de lo expuesto se solicita se declare desierto el recurso 

presentado, en los términos de los artículos 265 y 266 del CPCCN y la 

jurisprudencia del Máximo Tribunal al respecto.  



5 
 

Subsidiariamente, venimos a contestar el traslado conferido 

respecto de la supuesta expresión de agravios deducida por la parte actora. 

- III - 

CONTESTA AGRAVIOS 

 

III.1. Respecto del primer agravio: coincidencia del objeto de la 

solicitud cautelar con el objeto de la acción de fondo. La mera 

disconformidad con lo resuelto no implica crítica. 

 

En el punto en cuestión, no se vislumbra ninguna crítica concreta y 

razonada de los fundamentos de la sentencia en los términos que ordena 

el art. 265 del C.P.C.C.N., sino que se observan citas de doctrina y 

jurisprudencia en abstracto, respecto de la arbitrariedad de las sentencias 

en general; y esbozan, nuevamente, los términos bajo los cuales solicitan 

la medida cautelar rechazada que ya fueron considerados por el a quo en 

su decisorio. 

Así, en el punto IV.1., y en lo que respecta a un mero esbozo de 

crítica de la sentencia, la parte actora – lisa y llanamente – se limita a 

esgrimir que: “la sentencia es arbitraria a todas luces, toda vez que la 

misma carece de fundamentación suficiente y comete una omisión del 

examen y tratamiento de las cuestiones conducentes para la adecuada 

solución de la causa”. 
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Bajo ningún aspecto esta afirmación abstracta, y sin sustento 

empírico, reviste valor jurídico suficiente como agravio válido en los 

términos exigidos por el Código de Rito. Es que la actora no expone los 

términos de sus afirmaciones, las que se limitan – en un párrafo - a una 

mera enunciación de posibles causales de arbitrariedad de una sentencia; 

pero sin ninguna vinculación concreta con la sentencia que ataca - ni 

exponer bajo qué términos se produciría dicha arbitrariedad -, ni especificar 

cuál fue concretamente la omisión del a quo. 

Por otra parte, cabe mencionar que – contrario a lo que esgrime la 

actora - la sentencia se encuentra bastamente fundada, tanto en el 

razonamiento de los hechos de la causa, como en doctrina y jurisprudencia 

que avalan dicho análisis. Muestra de ello, y en lo que hace a este agravio 

en particular -, el a quo dedica el punto X de su sentencia, esgrimiendo que 

“no corresponde dictar a título precautorio decisiones cuyo objeto coincida 

total o parcialmente con el de la demanda, ya que después de su dictado 

el proceso quedaría vacío de contenido al satisfacerse por medio de la 

cautelar el objeto de la pretensión (cfr. CNACAF, Sala IV, sentencia del 

5/4/90 in re “Tradimex”; ídem, Sala I, sentencia del 13/12/90 in re “Triulzi”)”. 

En este sentido, los fundamentos de la Sra. Jueza - respecto de la 

coincidencia de la pretensión cautelar con la pretensión de fondo - devienen 

empíricamente categóricos en autos; y encuentran asidero jurídico en la 

letra de la Ley, así como en jurisprudencia del Máximo Tribunal al respecto. 
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Es que – como fuera expuesto por esta representación, en 

oportunidad de producir el informe del artículo 4 de la Ley 26.854 -, la actora 

solicita cautelarmente “la suspensión temporal de los efectos de la DA 

431/2020” (…) y “se ordene al Estado Nacional césar la recopilación, 

transmisión y tratamiento de datos personales, desde las jurisdicciones, 

entidades y organismos de la Administración Pública Nacional” (pág. 38 de 

su escrito inicial). 

Resulta plenamente coincidente en objeto con la medida de fondo 

de la presente acción, bajo la cual la actora solicita la declaración de 

inconstitucionalidad – tanto del artículo 1 de la Decisión Administrativa Nº 

431/2020 que, justamente, autoriza esa recopilación, transmisión y 

tratamiento de los datos personales por medio de las jurisdicciones, 

entidades y organismos de la Administración Pública -, de los que las 

actoras reclaman suspensión cautelar; – como también reclama del artículo 

5 de la Ley Nº 25.326, que autoriza dichas transferencias entre los poderes 

del Estado Nacional. De esta forma, resulta evidente la coincidencia de 

ambos objetos – cautelar y de fondo -. 

En este sentido, nuestro Máximo Tribunal - desde el año 1997 en el 

caso “Rizzo Romano” (Fallos 320:300) – señala consistentemente que el 

juez debe tener siempre presente que el propósito de las medidas 

cautelares consiste en asegurar la eficacia práctica del pronunciamiento a 

dictarse mas no lograr un resultado que solo podría obtenerse con la 

admisión de la demanda. 
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En similar sentido, en la causa “Asociación de Maestros y Profesores 

(A.M.P.) de La Rioja c/ la Rioja, Provincia de y otro s/ acción declarativa de 

inconstitucionalidad- incidente sobre medida cautelar” (Fallos 327:2490), 

sostuvo que “…corresponde descalificar como medida cautelar la que 

produce los mismos efectos que si se hubiese hecho lugar a la 

demanda, pues la finalidad de dichas decisiones es asegurar el 

cumplimiento de una eventual sentencia favorable, mas no lograr 

anticipadamente el fin perseguido (art. 232, Código Procesal Civil y 

Comercial de la Nación; Fallos: 316:1833)” (el destacado nos pertenece). 

Esta postura fue ratificada en autos “La Pampa Provincia de c/ 

Estado Nacional s/ medida cautelar” (Fallos 335:144) oportunidad en la que 

se resolvió que “…ponderando el hecho indiscutible de que, en razón de la 

coincidencia del objeto de la demanda y de la cautela, el dictado de esta 

última tendría los mismos efectos que la sentencia definitiva (Fallos, 

327:2490, considerando 4°) corresponde concluir en su improcedencia…”. 

Coincidiendo con esta línea argumentativa, - que fuera 

oportunamente planteada por esta representación en autos -, el fallo 

atacado por la actora recoge esta línea argumentativa consolidad en 

doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación - que exige el rechazo 

de las medidas cautelares que pudieran producir un adelantamiento de 

jurisdicción -, y los hace suyos, atento en autos la coincidencia entre ambos 

es notoria, lo cual surge palmaria de la propia solicitud actoral en su escrito 

inicial. 
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En conclusión, siendo doctrina consolidada de la Corte aquella que 

exige el rechazo de las medidas cautelares que pudieran coincidir con el 

objeto de pronunciamiento definitivo, evitando así un innecesario 

adelantamiento de jurisdicción – especialmente en un proceso sumarísimo 

como el de autos -; deviniendo fundado y razonado, en concordancia con 

los lineamientos del Máximo tribunal al respecto, el análisis de la Sra. Jueza 

de Primera Instancia no reviste arbitrariedad alguna; sino que el agravio 

carece de los extremos legales para ser considerado como tal en los 

términos del CPCCN, revistiendo calidad de mera disconformidad, y – por 

ello - se solicita a V.E. su desestimación, y la confirmación de la sentencia 

apelada. 

 

III.2. Respecto del segundo agravio: el requisito de peligro en la 

demora no se encuentra acreditado. 

  

 Nuevamente, la representación actoral dedica la mayor extensión de 

este agravio a citar doctrina y jurisprudencia en abstracto, sin ensayar 

ninguna vinculación con lo actuado en autos. 

 Apartadamente, en los últimos párrafos del agravio en cuestión, se 

propone citar aisladamente párrafos de la sentencia recurrida, y 

contrastarlos con los argumentos expuestos al respecto en su presentación 

inicial – que ya fuera materia de análisis y rechazo por el a quo -; 

esgrimiendo un mero desacuerdo de opinión con lo expuesto por la 
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sentenciante, – cómo si la instancia revisora fuera un órgano meramente 

consultivo -; omitiendo – como ya fuera expuesto -, realizar una crítica 

concreta y razonada de los actuados en los términos que exige el CPCCN 

que exponga como arbitraria la sentencia recurrida. 

 Así, en el último párrafo de la página 9 de su expresión de agravios 

la actora ensaya lo que – en apariencia - parece una crítica de la sentencia. 

Y subrayamos “en apariencia”, atento la parte actora aisla un párrafo del 

decisorio, omitiendo que forma parte de un razonamiento continuado. En 

este sentido, critica que la sentenciante haya tenido en cuenta que – atento 

en autos se ordenó la producción del informe del artículo 8 de la Ley 16.986 

-, no se encuentra suficientemente acreditado el requisito de peligro en la 

demora. 

 Ahora bien, omite tendenciosamente la representación actoral que 

la sentencia tiene por no acreditado el requisito de peligro en la demora 

atento la falta de acreditación suficiente por la actora de tal extremo, con el 

“mayor rigor y especial prudencia” (punto VII de la sentencia apelada) que 

el obrar estatal en crisis requiere como tal. Es que, como se expuso 

precedentemente, este razonamiento que la actora cita aisladamente en 

forma tendenciosa, forma parte de un razonamiento integral que realiza la 

sentenciante desde el considerando VI al X, al exponer: “la procedencia de 

la medida solicitada se halla condicionada a que se acredite: 1°) la 

apariencia o verosimilitud del derecho invocado por quien las solicita (fumus 

bonis iuris), y 2°) el peligro en la demora, que exige la probabilidad de que 
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la tutela jurídica definitiva que la actora aguarda de la sentencia a 

pronunciarse no pueda, en los hechos, realizarse, es decir que, a raíz del 

transcurso del tiempo, los efectos del fallo final resulten prácticamente 

inoperantes..” (consid. VI). “Asimismo, no debe olvidarse que cuando está 

de por medio un obrar estatal que goza de presunción de legitimidad (ley 

19549, art. 12) y tiene grave incidencia en el bien público, la concurrencia 

de los requisitos normalmente exigibles para la procedencia de la cautela 

pretendida debe ser analizada con mayor rigor y especial prudencia…” 

(consid. VII). “La finalidad de este tipo de medidas es impedir que, durante 

el lapso que inevitablemente transcurre entre la iniciación de un proceso y 

el pronunciamiento de la decisión final, sobrevenga cualquier circunstancia 

que imposibilite o dificulte la ejecución forzada o torne inoperantes los 

efectos de la resolución definitiva” (consid. VIII). “Ahora bien, dada la 

brevedad de los plazos que consagra la ley de amparo y teniendo en 

cuenta, que en autos ya se ha ordenado librar oficio a la accionada 

JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS DE LA NACION con fecha 

7/9/2023 a fin de que produzca el informe previsto en el art. 8° de la ley 

16.986 entiendo que el requisito de peligro en la demora que establece el 

inciso 2° del artículo 230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación 

para la procedencia de la medida cautelar solicitada, no se encuentra 

suficientemente acreditado. Sentado ello, debo señalar que si bien es cierto 

que los dos requisitos exigidos por el art. 230 del C.P.C.C.N. se hallan 

relacionados de modo tal que, a mayor peligro en la demora no cabe ser 



12 
 

tan exigente en la demostración de la verosimilitud del derecho y viceversa, 

ello es posible cuando, de existir realmente tal peligro en la demora, se 

haya probado en forma mínima el fumus bonis juris; no pudiendo ser 

concedida la medida cautelar cuando no se ha podido demostrar alguno de 

los requisitos…” (consid. IX). 

 Nótese como, sin fragmentar los considerandos de la sentencia, la 

misma conforma un todo coherente bajo el cual se vislumbra que, la Sra. 

Jueza, expone: los requisitos de la medida cautelar – verosimilitud en el 

derecho y peligro en la demora -, así como la finalidad de las mismas – 

evitar que los efectos del fallo final resulten prácticamente inoperantes - 

(consid. VI y VIII); para luego contextualizar el marco bajo el cual se la 

solicita en autos - un obrar estatal que goza de presunción de legitimidad 

(ley 19549, art. 12) y tiene grave incidencia en el bien público – para 

remarcar que, en este caso, los requisitos del considerando VI deben ser 

analizados con mayor rigor y prudencia - (consid. VII); y luego, sí, concluir, 

en el considerando IX, que – analizados con el rigor y prudencia que el 

contexto requiere-, aquellos requisitos, no se encuentran suficientemente 

acreditados en autos. 

 Deviene, así, palmario que la sentencia conforma un todo coherente, 

fundada en derecho, y consecuentemente razonada que – lejos de resultar 

arbitraria – pone énfasis en que no han sido suficientemente demostrados 

en autos los requisitos que una medida cautelar requiere en el contexto de 

autos; y que el momento procesal al que alude, configura un elemento más 
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de consideración, más no – como maliciosamente alega la actora en la 

página 9 de su apelación – el elemento central del decisorio. 

  Sentado ello, cabe remarcar que en ningún momento la actora 

refuta la principal línea argumentativa del raciocinio del a quo, bajo el cual 

tiene por no acreditados suficientemente los requisitos de verosimilitud en 

el derecho y peligro en la demora en los considerandos IX y X; lo cual 

refuerza el imperativo de declarar desierto el recurso, tal como lo expresa 

la Corte Suprema de Justicia de la Nación al expresar que “Corresponde 

declarar desierto el recurso ordinario de apelación contra la sentencia (…) 

ya que no refutó el núcleo central del raciocinio del a quo” (Fallos: 335:1368; 

y, en idéntico sentido Fallos: 333:1404). 

 

III.3. Las lucubraciones ensayadas por la parte actora, no gozan 

de verosimilitud bastante para su reconocimiento jurisdiccional 

cautelar en el marco de estos actuados. 

 

Como fuera mencionado ut supra, y omitido maliciosamente por las 

actoras, el argumento central de la sentenciante para decidir el rechazo de 

la medida cautelar, radica en la falta de acreditación del requisito de 

verosimilitud en el derecho actoral, lo que deviene cabal cuando concluye: 

 “si bien es cierto que los dos requisitos exigidos por el art. 230 

del C.P.C.C.N. se hallan relacionados de modo tal que, a mayor peligro en 

la demora no cabe ser tan exigente en la demostración de la verosimilitud 
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del derecho y viceversa, ello es posible cuando, de existir realmente tal 

peligro en la demora, se haya probado en forma mínima el fumus bonis 

juris; no pudiendo ser concedida la medida cautelar cuando no se ha 

podido demostrar alguno de los requisitos”   (punto IX de la sentencia 

recurrida, el destacado nos pertenece). 

Al respecto, y como fuera vastamente expuesto por esta 

representación en el punto VII.2. del informe del artículo 4 de la Ley 26.854 

– al cual remitimos en razón de brevedad - el art. 13 de la Ley N° 26.854 

establece que, cuando se solicita la suspensión de los efectos de un acto 

estatal deberá acreditarse tanto la “verosimilitud del derecho invocado” 

como la “verosimilitud en la ilegitimidad”, por existir indicios serios y graves 

al respecto. 

Es que los actos administrativos gozan de la presunción de 

legitimidad (conf. Art. 12 de la Ley N° 19549) razón por la cual se torna 

más estricta la demostración de la verosimilitud en el derecho ante la 

solicitud de medidas cautelares contra el Estado Nacional, 

requiriéndose de tal modo que se acredite con alto grado de 

verosimilitud, y en forma manifiesta, que el acto administrativo 

adolece de algún vicio esencial. Ello se vincula con el aludido requisito 

de “verosimilitud de la ilegitimidad, por existir indicios serios y graves”, a los 

cuales alude la misma sentencia en crisis.  En este orden de ideas, se 

ha dicho que - cuando la medida cautelar se intenta frente a la 

Administración Pública - es necesario que se acredite, prima facie, y sin 
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que esto suponga un prejuzgamiento de la cuestión de fondo, la 

arbitrariedad del acto recurrido; ello dado el rigor con el que debe 

apreciarse la concurrencia de los supuestos que la tornan admisible. Y esto 

es así porque sus actos gozan de presunción de legitimidad, lo que da 

sustento a su fuerza ejecutoria, razón por la cual, en principio, ni los actos 

administrativos ni las acciones judiciales mediante las cuales se discute su 

validez suspenden la ejecución del acto cuestionado1. 

Máxime si consideramos que, como tiene dicho nuestra Corte 

Suprema, la presunción de legitimidad que fluye de todo acto 

administrativo atañe a la carga de la prueba obligando a alegar y 

probar lo contrario por quien sostiene la nulidad2 (el destacado nos 

pertenece). La doctrina, por su parte, sostiene que “…La trascendencia 

jurídica del carácter de la presunción está en que importa una regulación 

normativa en materia de carga de la prueba”3. 

En este orden de ideas, también se ha expresado que “…el 

particular, en cambio, necesita alegar la ilegitimidad… También debe el 

particular probar la ilegitimidad…”4. Así, la presunción de legitimidad de los 

actos administrativos impone al particular, en ocasión de solicitar una 

                                                             
1 Conf. art. 12, Ley 19.549; Sala IV in re “Joyart” del 19/9/91 y Sala V “Rutas Pampeanas S.A.” del 
12/7/99, entre otros precedentes) (Cfr. C.N.C.A.F., Sala III, 06/11/08, “Juan Eduardo SACIFIA c/ EN-
AFIP DGI – resol. 108/08 s/ Dirección General Impositiva” Expte. N° 20953/08 
2 Conf. Fallos 310:234)). En similar sentido, CSJN, 20/08/96, “Alcantara Díaz Colodrero, Pedro”, 
Fallos 319:1476 y LL 1997-A, 70 
3 Gordillo, Agustín, “Tratado de Derecho Administrativo, Fundación de Derecho Administrativo”, 
Buenos Aires, T° III, pag. V-27 
4Hutchinson, Tomas, Ley Nacional de Procedimientos Administrativos, Comentada, Anotada y 
Concordada con las provinciales, Ed. Astrea, Buenos Aires, Tomo I, pag. 245 
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medida cautelar, la obligación de acreditar la “verosimilitud de la 

ilegitimidad” que alega siendo la única manera de suspender 

provisionalmente los efectos de aquella presunción5. 

Es, precisamente, en la ausencia de acreditación fehaciente de 

dichos preceptos que enfatiza la sentencia recurrida, exponiendo que los 

mismos no se encuentran acreditados, en los extremos que requiere la 

deslegitimación de un obrar administrativo dictado en el marco de las 

facultades conferidas por el artículo 100 incisos 1 y 2 de la Constitución 

Nacional, la Ley N° 25.326 y el Decreto N° 260/20; cuya presunción la 

actora no logra desvirtuar mediante meras elucubraciones conjeturales 

como al exponer, - respecto a la transferencia de datos por parte del Estado 

Nacional -, que “una vez transferidos los datos, su trazabilidad y destino es 

de imposible verificación, ya que los mismos han sido cedidos a terceras 

partes o expuestos a personas no autorizadas” (pagina 12 del escrito en 

conteste). Es decir, la actora – reproduciendo idénticos argumentos ya 

expuestos en su presentación inicial – alega, sin acreditar, un hipotético 

daño a través de posibles transferencias de los datos recabados 

legítimamente por el Estado Nacional, a destinatarios no autorizados por 

Ley, sin su consentimiento. 

Todo ello, cuando del artículo 1 de la propia Decisión Administrativa 

cuestionada en autos, surge cabal que dicha transferencia se encuentra 

                                                             
5 Conf. Podetti, J. Ramiro, “Tratado de las medidas cautelares”, p. 387 
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autorizada “entre jurisdicciones, entidades y organismos de la 

Administración Pública Nacional”, “bajo la supervisión de la Unidad de 

Coordinación General del Plan Integral para la Prevención de Eventos de 

Salud Pública de Importancia Internacional”, “con el único fin de realizar 

acciones útiles para la protección de la salud pública”; y el artículo 5 de la 

Ley de Protección de Datos Personales autoriza el tratamiento de dichos 

datos personales sin consentimiento de los titulares “para el ejercicio de 

funciones propias de los poderes del Estado”. 

Ahora bien, no habiendo acreditado bajo ningún aspecto – sino 

conjetural – que la información recabada legítimamente por el Estado 

Nacional hubiera sido transferida bajo otra finalidad para la cual la 

Decisión Administrativa N°431/2020 fue dictada, - esto es su remisión 

a las autoridades sanitarias con competencia epidemiológica, a fin de 

adoptar y coordinar medidas para proteger el derecho colectivo a la 

salud pública -, la actora no logra acreditar daño alguno y, 

consecuentemente, la sentencia atacada tiene por no acreditados los 

requisitos de verosimilitud en el derecho y peligro en la demora, – con 

especial énfasis en los extremos que un acto estatal, que goza de 

plena legitimidad por ejercerse conforme las potestades 

constitucionales, y bajo el marco legal, que le autoriza - requiere. 

Por todo lo expuesto, deviene cabal que no medio arbitrariedad por 

parte de la magistrada, sino que ha efectuado un análisis completo y 

razonable de los presupuestos cautelares - y su falta de acreditación en 
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autos -, que ha derivado en una lógica conclusión, la cual no conforma a la 

parte actora a pesar de ser justa y conforme a derecho. 

De esta forma, no existiendo agravios que refuten los argumentos 

de hecho y de derecho expuestos por la sentenciante para llegar a la 

decisión impugnada, - sino una segmentada edición de los mismos, para 

concluir en una mera reedición de los argumentos vertidos por las actoras 

en su escrito inicial -, se solicita a V.E. que desestime la apelación por 

infundada y confirme la decisión recaída en autos. 

 

- IV - 

MANTIENEN CUESTIÓN FEDERAL 

 

A todo evento, y para el hipotético supuesto en que no se hiciera 

lugar a los planteos aquí efectuados, mantenemos la cuestión federal y 

hacemos expresa reserva de ocurrir oportunamente ante la Excma. Corte 

Suprema de Justicia de la Nación, conforme lo previsto por el art. 14 de la 

Ley N° 48, por cuanto la materia tratada en autos pone en juego la 

inteligencia de normas de naturaleza federal: arts. 1, 31, 33, 43, 75, 99, 

100, 116, entre otros, de la Constitución Nacional.  

Asimismo, se controvierten en principio las Decisiones 

Administrativas N° 431/2020 y 432/2020 y las normativas concordantes. 

También se controvierte la vigencia de normas de rango legal dictadas por 
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el Poder Ejecutivo de la Nación: los Decretos Nros. 260/2020, 297/2020 y 

863/2022; así como la Ley Nº 27.541.  

Por último, de prosperar la petición actoral, se configuraría un caso 

de gravedad institucional, razón por la cual se mantiene la cuestión federal 

también en relación a ello. Al respecto cabe dejar sentado que la peculiar 

relevancia de las cuestiones involucradas en los presentes actuados, 

excede el interés particular de las partes, configurando un supuesto de 

gravedad institucional, por cuanto se encuentran en juego el principio de 

división de poderes en su raíz más profunda y el interés general, conforme 

fuera explicado al producir el informe del artículo 4 de la Ley 26.854, y al 

cual se remite a razón de la brevedad.  

- V - 

PETITORIO 

 

Por todo lo expuesto, a V.S. solicitamos: 

1. Se tenga por contestado en tiempo y forma el traslado de los 

agravios. 

Oportunamente a V.E solicitamos: 

2. Se rechace, con costas, el recurso de apelación interpuesto 

por la parte actora y se confirme la resolución apelada. 

3. Se tenga presente el mantenimiento de la reserva de caso 

federal. 
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Proveer de conformidad, que 

SERÁ JUSTICIA. 
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